
AMPARO EN REVISIÓN 430/2025
QUEJOSA Y RECURRENTE: **********

PONENTE: MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA
SECRETARIO: VÍCTOR MANUEL ROCHA MERCADO
COLABORÓ: EDUARDO MONTESANO CERVANTES
                       

HECHOS

El presente asunto tuvo su origen en un juicio de amparo indirecto en el que
una  asociación  civil  reclamó,  con  base  en  un  interés  legítimo,  la
inconstitucionalidad  de  diversos  artículos  del  Código  Civil  del  Estado  de
Aguascalientes y de la Ley de Ingresos de esa entidad para el  ejercicio
fiscal de dos mil veinticuatro, por considerarlos contrarios a los derechos al
libre desarrollo  de la personalidad y a la identidad de género al imponer
requisitos indebidos para solicitar la modificación de actas de nacimiento por
adecuación de la identidad de género. En primera instancia se sobreseyó el
juicio de amparo en su totalidad al estimar que la quejosa no acreditó contar
con un interés legítimo.

La quejosa interpuso recurso de revisión y el tribunal colegiado que previno
en el conocimiento del asunto revocó el sobreseimiento al estimar que sí se
demostró el interés legítimo, pues el objeto social de la asociación consiste
en  la  defensa  de  los  derechos  de  libertad  y  equidad  de  género,  cuya
protección implica una actuación nacional. 

Finalmente,  el  Pleno  de  este  Alto  Tribunal  reasumió  su  competencia
originaria para conocer del amparo en revisión a que este expediente se
refiere, dado el interés y trascendencia que reviste.

ÍNDICE 

Apartado Criterio y decisión

I. ANTECEDENTES
Se  narra  la  secuela  procesal  del
caso.

1

II.
PRESUPUESTOS

PROCESALES
Esta Suprema Corte de Justicia de la
Nación es competente para  conocer
del recurso de revisión.
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El  recurso  se  interpuso  de  manera
oportuna y por parte legitimada, tal y
como  lo  determinó  el  tribunal
colegiado  que  previno  en  el
conocimiento del asunto.

III.
CUESTIONES
NECESARIAS

PARA RESOLVER

Se sintetizan  los  argumentos  de  la
demanda  de  amparo  que  serán
materia  de esta  instancia,  en virtud
que el tribunal colegiado que previno
en la revisión ya revocó la sentencia
recurrida.

6

IV. ESTUDIO

Como  cuestión  previa,  se  advierte,
de oficio, que se actualiza la causa
de  improcedencia  prevista  en  el
artículo  61,  fracción  XXI,  de  la  Ley
de  Amparo,  pues  han  cesado  los
efectos  de  la  fracción  XXXII  del
artículo 5 de la Ley de Ingresos del
Estado  de  Aguascalientes  para  el
ejercicio  fiscal  de  dos  mil
veinticuatro,  toda  vez  que  esa
porción normativa fue derogada por
el  Congreso  estatal  mediante
Decreto publicado el trece de agosto
de dos mil veinticuatro.

Por  otra  parte,  se  estudia  la
constitucionalidad  de  los  artículos
128, 131, 133 y 135 del Código Civil
del  Estado  de  Aguascalientes  y  se
concluye que vulneran los derechos
al libre desarrollo de la personalidad
y a la identidad de género.

9

V.
EFECTOS En términos de la redacción vigente

de  los  artículos  107  de  la  Ley
Fundamental y 73, fracción II, de la
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Ley de Amparo no es posible otorgar
efectos  generales  a  las  sentencias
de amparo en las que se declare la
inconstitucionalidad  de  las  normas
reclamadas.

Por ende, el efecto de la concesión
del  amparo es para permitir que las
personas  que hasta el  día de hoy
representa la  asociación  quejosa
puedan  obtener  la  modificación  de
sus  actas  de  nacimiento  por
adecuación  a  su  identidad  de
género,  mediante  un  procedimiento
administrativo registral  sencillo y sin
anotación marginal alguna.

PUNTOS
RESOLUTIVOS

PRIMERO. Se sobresee en el juicio
respecto  del  artículo  5,  fracción
XXXII,  de  la  Ley  de  Ingresos  del
Estado  de  Aguascalientes  para  el
ejercicio  fiscal  de  dos  mil
veinticuatro,  en  términos  de  lo
dispuesto  en  el  apartado  IV  de  la
presente ejecutoria.

SEGUNDO. En  la  materia  de  la
revisión,  la  Justicia  de  la  Unión
ampara  y  protege a  ********** en
contra de los artículos 128, 131, 133
y 135 del Código Civil del Estado de
Aguascalientes,  en  los  términos  y
para  los  efectos  precisados  en  el
último apartado de esta resolución.
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AMPARO EN REVISIÓN 430/2025
QUEJOSA Y RECURRENTE: **********

PONENTE: MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA
SECRETARIO: VÍCTOR MANUEL ROCHA MERCADO
COLABORÓ: EDUARDO MONTESANO CERVANTES
                       

Ciudad de México.  El  Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación, en sesión de nueve de abril de dos mil veintiséis, emite la

siguiente:

SENTENCIA

Correspondiente  al  amparo  en  revisión  430/2025  interpuesto  por

**********,  por  conducto  de  su  autorizado  en  términos  amplios,  en

contra de la sentencia dictada por el Juez Séptimo de Distrito en el

Estado de Aguascalientes, en el juicio de amparo indirecto **********.

I. ANTECEDENTES

1. El nueve de febrero de dos mil veinticuatro, ********** promovió amparo

indirecto,  por  conducto de su representante legal,  en contra de las

autoridades y actos que a continuación se precisan:

AUTORIDADES RESPONSABLES:

 Congreso del Estado de Aguascalientes.

 Gobernadora del Estado de Aguascalientes.

 Registro Civil del Estado de Aguascalientes.
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ACTOS RECLAMADOS:

Al Congreso del Estado de Aguascalientes:

 Aprobación de los artículos 128, 131,  133 y 135 del
Código Civil del Estado de Aguascalientes.

 Aprobación de la fracción XXXII del artículo 5 de la Ley
de  Ingresos  del  Estado  de  Aguascalientes  para  el
ejercicio fiscal de dos mil veinticuatro.

A la Gobernadora del Estado de Aguascalientes:

 Promulgación de los artículos 128, 131, 133 y 135 del
Código Civil del Estado de Aguascalientes.

 Aprobación de la fracción XXXII del artículo 5 de la Ley
de  Ingresos  del  Estado  de  Aguascalientes  para  el
Ejercicio Fiscal del año dos mil veinticuatro.

Al Registro Civil del Estado de Aguascalientes:

 Aplicación  de  los  artículos  128,  131,  133  y  135  del
Código Civil del Estado de Aguascalientes.

 Aplicación de la fracción XXXII del artículo 5 de la Ley
de  Ingresos  del  Estado  de  Aguascalientes  para  el
Ejercicio Fiscal del Año dos mil veinticuatro.

2. El Juez Séptimo de Distrito en el Estado de Aguascalientes admitió la

demanda  el  trece  de  febrero  de  dos  mil  veinticuatro  y  ordenó  su

registro con el número de expediente **********.

3. El  juzgador  dictó resolución,  terminada de engrosar  el  veintiséis de

junio de dos mil veinticuatro, en la cual decretó el sobreseimiento del

juicio de amparo al estimar que la asociación quejosa no acreditó su
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interés  legítimo,  pues  aun  cuando  su  objeto  social  consiste  en  la

promoción, protección y defensa de los derechos de libertad y equidad

de género,  omitió  demostrar  una relación de proximidad geográfica

con el ámbito espacial de validez de los artículos reclamados, pues no

logró acreditar que tuviera agremiados en el Estado de Aguascalientes

o que desarrollara su objeto social en esa entidad federativa.

4. Además,  el  Juez  de  Distrito  estimó  actualizada  la  causa  de

improcedencia prevista en el  artículo 61,  fracción XII,  de la Ley de

Amparo,  pues  argumentó  que  las  normas  impugnadas  son

heteroaplicativas y, si bien conforman un sistema normativo, lo cierto

es que no se demostró algún acto de aplicación de al menos uno de

los artículos reclamados,  razón por  la  cual  se consideró que no le

causaron perjuicio a la persona moral quejosa.

5. La asociación civil quejosa interpuso recurso de revisión, por conducto

de su autorizado en términos amplios.1 El expediente fue registrado

con  el  número  **********  y  admitido  el  trece  de  agosto  de  dos  mil

veinticuatro,  por  el  magistrado  presidente  del  Tercer  Tribunal

Colegiado del Trigésimo Circuito.

6. El  veintisiete de agosto de dos mil  veinticinco,  el  tribunal colegiado

emitió resolución en la cual revocó el sobreseimiento decretado, pues

consideró que sí se acreditó el interés legítimo, en virtud de que el

objeto  social  de  la  asociación  quejosa  consiste  en  la  defensa  de

derechos  sexuales  y  reproductivos,  de  identidad,  incluyendo  las

1 Por escrito presentado electrónicamente en el Portal de Servicios en Línea del
Poder Judicial de la Federación el dieciséis de julio de dos mil veinticuatro y se
recibieron en el tribunal colegiado hasta el doce de agosto de ese año.
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prerrogativas inherentes a la naturaleza de la persona o de equidad de

género, los cuales se encuentran reconocidos y protegidos por la Ley

Fundamental. Por ende, la defensa de esos derechos de naturaleza

colectiva no está sujeta a límites territoriales.

7. Al respecto, se precisó que las normas generales reclamadas imponen

requisitos que obstaculizan el ejercicio de los derechos que defiende la

asociación civil quejosa, pues obligan a quienes desean modificar su

acta de nacimiento a fin de que resulte acorde con su auto percepción

sexo  genérica,  a  solicitarlo  por  la  vía  judicial  y  a  recibir  el  nuevo

documento registral  con una anotación marginal  en donde se haga

constar su identidad anterior.

8. Una  vez  revocado  el  sobreseimiento,  se  analizaron  las  causas  de

improcedencia planteadas por las autoridades y se declaró actualizada

la prevista en el  artículo 61,  fracción XXIII,  en relación con el  108,

fracciones III y VIII, de la Ley de Amparo, porque la quejosa no formuló

argumentos en contra de los actos reclamados a la Gobernadora del

Estado de Aguascalientes, relativos a la promulgación y aprobación de

los  artículos  impugnados.  En  consecuencia,  se  sobreseyó  en  el

juicio respecto  de  los  actos  reclamados a  la  citada  autoridad.

Sobreseimiento  que  ha  quedado  firme  y  no  será  materia  de

pronunciamiento por parte de esta Suprema Corte de Justicia de la

Nación.
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9. Mediante resolución de dos de octubre de dos mil veinticinco, el Pleno

de este  Alto  Tribunal  determinó reasumir  su competencia  originaria

para conocer del amparo en revisión a que este expediente se refiere.2

10. Por virtud de lo anterior, mediante acuerdo de seis de octubre de ese

año,  el  Ministro  Presidente  de  la  Suprema Corte  de  Justicia  de  la

Nación ordenó formar el expediente con el número 430/2025. En ese

mismo acuerdo se ordenó el avocamiento del Pleno para conocer el

recurso de revisión y se determinó turnar el asunto al Ministro Giovanni

Azael  Figueroa  Mejía  para  realizar  el  proyecto  de  resolución

correspondiente.

II. PRESUPUESTOS PROCESALES

11. Este  Tribunal  Pleno  es  competente  para  conocer  del  amparo  en

revisión en términos de lo dispuesto por los artículos 107, fracción VIII,

inciso  a),  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos

2 En ese sentido se resolvió la solicitud de reasunción de competencia 73/2025,
por  mayoría de siete votos de las Ministras Sara Irene Herrerías Guerra, Lenia
Batres Guadarrama, Loretta Ortiz Ahlf y de los Ministros Irving Espinosa Betanzo,
Giovanni Azael Figueroa Mejía, Arístides Rodrigo Guerrero García y Hugo Aguilar
Ortiz. Las Ministras Yasmín Esquivel Mossa y María Estela Ríos González votaron
en contra de reasumir la competencia originaria.
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Mexicanos,3 83 de la  Ley de Amparo4 y  16,  fracción III,  de la  Ley

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario

Oficial de la Federación el veinte de diciembre de dos mil veinticuatro,5

en relación con el Punto Segundo, fracción IV, del Acuerdo General

Plenario  2/2025  (12a.),  publicado  en  el  mismo  medio  oficial  el

diecinueve de septiembre de dos mil veinticinco.6

12. Asimismo,  el  recurso se interpuso de manera oportuna y  por  parte

3 “Artículo  107. Las  controversias  de  que  habla  el  artículo  103  de  esta
Constitución, con excepción de aquellas en materia electoral, se sujetarán a los
procedimientos  que determine la  ley  reglamentaria,  de  acuerdo con las  bases
siguientes:
[…]
VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de
Distrito  o  los  Tribunales  Colegiados  de  Apelación  procede  revisión.  De  ella
conocerá la Suprema Corte de Justicia:
a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales
por estimarlas directamente violatorias de esta Constitución, subsista en el recurso
el problema de constitucionalidad”.
4 “Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para
conocer del  recurso de revisión contra las sentencias dictadas en la audiencia
constitucional,  cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas
inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa
de  un  precepto  de  la  Constitución  y  subsista  en  el  recurso  el  problema  de
constitucionalidad.
El  Pleno  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación,  mediante  acuerdos
generales,  remitirá  a  los  tribunales  colegiados  de  circuito  los  asuntos  que,
conforme a los referidos acuerdos, la propia Corte determine”.
5 “Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá:
[…]
III. Del  recurso  de  revisión  contra  sentencias  pronunciadas  en  la  audiencia
constitucional  por  los  Juzgados  de  Distrito  o  los  Tribunales  Colegiados  de
Apelación,  cuando  habiéndose  impugnado  en  la  demanda de  amparo  normas
generales por estimarlas directamente violatorias de la Constitución Política de los
Estados  Unidos  Mexicanos;  subsista  en  el  recurso  el  problema  de
constitucionalidad;
[…]”.
6 “SEGUNDO. Competencia reservada del Pleno de la SCJN. La SCJN conservará
para su resolución:
[…]
IV. De cualquier recurso derivado de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los
artículos 103 y 107 de la CPEUM, en el que se hubiera ejercido la facultad de
atracción o se conserve su competencia originaria;”
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legitimada, tal y como lo determinó el tribunal colegiado que previno en

el conocimiento del asunto.7

III. CUESTIONES NECESARIAS PARA RESOLVER

13. Toda vez que el tribunal colegiado que previno en la revisión ya revocó

la sentencia recurrida, corresponde analizar a este Alto Tribunal los

conceptos de violación cuyo estudio fue omitido en primera instancia,

precisamente por el sobreseimiento decretado y que ya fue revocado.

14. Al respecto, la asociación civil quejosa afirma que el sistema normativo

reclamado (artículos 128, 131, 133 y 135 del Código Civil del Estado

de Aguascalientes) es inconstitucional porque prevé un procedimiento

de  rectificación  de  actas  del  registro  civil  a  fin  de  que  resulten

conformes  con  la  identidad  de  género,  pero  no  cumple  con  los

requisitos  que  de  conformidad  con  la  Corte  Interamericana  de

Derechos Humanos deben tener esos procedimientos.

15. En concreto, la quejosa aduce que el procedimiento de rectificación de

actas  previsto  en  el  Código  Civil  de  Aguascalientes  no  se  basa

únicamente  en  el  consentimiento  libre  e  informado  de  la  persona

solicitante,  sino  que  exige  la  intervención  de  un  juzgador  o  de  un

agente  del  Ministerio  Público,  es  decir,  sujeta  la  modificación  del

registro  a  la  decisión  de  un  tercero,  sin  tomar  en  cuenta  que  esa

decisión depende únicamente de la auto percepción de las personas,

como lo ha señalado la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

7 Concretamente en las páginas 17 a 20 de su resolución.
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16. Asimismo, se apunta que el procedimiento regulado en los artículos

128, 131, 133 y 135 del Código Civil  del Estado de Aguascalientes

tampoco cumple con el requisito de confidencialidad, pues contempla

la  inscripción  de  anotaciones  marginales  en  los  documentos

modificados, a fin de reflejar los cambios de sexo o de género, lo cual

transgrede el derecho a la intimidad.

17. Además,  la  parte  quejosa  indica  que  las  normas  reclamadas  no

establecen  un  procedimiento  expedito,  toda  vez  que  prevén  la  vía

jurisdiccional para el trámite de adecuación de actas de nacimiento por

identidad de género y ello puede significar  que la aprobación de la

solicitud se prolongue excesivamente hasta el dictado de la sentencia.

18. También se aduce que el legislador estatal impone cargas probatorias

indebidas,  toda  vez  que  obliga  a  los  interesados  a  tramitar  las

rectificaciones correspondientes mediante un juicio civil, en el cual las

personas  se  ven  obligadas  a  presentar  material  probatorio  para

sustentar su solicitud. La asociación civil  quejosa sostiene que este

requisito vulnera el derecho a la no discriminación porque se exige a

las personas trans que ofrezcan material probatorio sobre su identidad

de género.

19. Aunado a que, a decir de la quejosa, el procedimiento local tampoco

contempla la vía administrativa para solicitar la rectificación de actas

de  nacimiento  por  identidad  de  género,  sino  que,  por  el  contrario,

obliga a las personas trans a solicitar los cambios por medio de un

juicio.

8
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20. Finalmente, la parte quejosa señala que el procedimiento local para

rectificación de registros civiles por identidad de género no respeta el

principio de gratuidad que debe regir en ese tipo de trámites, toda vez

que la fracción XXXII del artículo 5 de la Ley de Ingresos del Estado

de Aguascalientes para el ejercicio dos mil veinticuatro fija una cuota

onerosa para el  registro de la  sentencia en la que se determine la

procedencia de la reasignación de sexo o de género.

IV. ESTUDIO

21. Cuestión previa. En términos del artículo 93, fracción I, de la Ley de

Amparo,8 este Tribunal Pleno advierte, de oficio, que se actualiza una

causa de  improcedencia  surgida  con  posterioridad  al  dictado  de  la

sentencia recurrida, respecto de la fracción XXXII del artículo 5 de la

Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes, para el ejercicio fiscal

dos mil veinticuatro, derivado de que esa disposición ya fue derogada.

Sobre  el  particular,  debe  recordarse  que  el  texto  de  la  norma

reclamada era el siguiente:

Artículo 5. Por los servicios que prestan las oficinas de
la Dirección General  del  Registro Civil,  se causarán y
pagarán los derechos correspondientes, conforme a las
tarifas que se establecen a continuación:

8 Artículo  93. Al  conocer  de  los  asuntos  en  revisión,  el  órgano  jurisdiccional
observará las reglas siguientes:
I. Si  quien  recurre  es  la  persona  quejosa,  examinará,  en  primer  término,  los
agravios hechos valer en contra del  sobreseimiento decretado en la resolución
recurrida.
Si  los  agravios  son  fundados,  examinará  las  causales  de  sobreseimiento
invocadas  y  no  estudiadas por  el  órgano jurisdiccional  de  amparo  de  primera
instancia, o surgidas con posterioridad a la resolución impugnada.
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[…]

XXXII. Registro  de  sentencia  que  ordena creación  de
una nueva identidad $2,500.

22. A  su  vez,  la  parte  quejosa  adujo  que  esa  norma  es  contraria  al

principio  de  gratuidad  que  debe  regir  los  trámites  para  rectificar

registros  civiles  de  las  personas  para  que  sean conformes con  su

identidad de género auto percibida.  Sin embargo, esa disposición ha

cesado en sus efectos, toda vez que fue derogada por el Congreso

estatal mediante el Decreto 784, publicado en el Periódico Oficial del

Estado de Aguascalientes el trece de agosto de dos mil veinticuatro,

que entró  en vigor el día siguiente de su publicación, es decir,  con

posterioridad al dictado de la sentencia recurrida.

23. En consecuencia, se actualiza la causa de improcedencia prevista en

la  fracción XXI  del  artículo  61 de  la  Ley de  Amparo,9 relativa  a  la

cesación  de  efectos  de  la  norma  reclamada,  por  lo  cual procede

sobreseer en el juicio respecto de la fracción XXXII del artículo 5 de la

Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el ejercicio fiscal

de dos mil veinticuatro, de conformidad con el artículo 63, fracción V,

de la misma Ley Reglamentaria.10

24. Apoya  lo  anterior,  la  jurisprudencia  2a./J.  6/2013  (10a.),  que  este

Tribunal Pleno comparte,  de rubro: “IMPROCEDENCIA DEL JUICIO

9 Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
(…)
 XXI.  Cuando hayan cesado los efectos del acto reclamado;
10 Artículo 63. El sobreseimiento en el juicio de amparo procede cuando:
(…)
V. Durante  el  juicio  se  advierta  o  sobrevenga  alguna  de  las  causales  de
improcedencia a que se refiere el capítulo anterior.

10

hT
fw

H
Xq

+e
79

zI
aR

DV
N
N
N
H
oJ

X/
k2

rD
SI
2R

m
JZ

ej
R+

j0
k=

2605-4565



AMPARO EN REVISIÓN 430/2025

DE  AMPARO  INDIRECTO  POR  CESACIÓN  DE  EFECTOS  DEL

ACTO RECLAMADO. SE ACTUALIZA ESTA CAUSA SI DURANTE LA

TRAMITACIÓN  DEL  JUICIO  EN  EL  QUE  SE  RECLAMA  COMO

AUTOAPLICATIVA  UNA  LEY,  ÉSTA  ES  REFORMADA  O

DEROGADA”.11

25. Estudio  de  fondo.  Precisado  lo  anterior,  este  Tribunal  Pleno

considera que asiste razón a la asociación civil quejosa cuando afirma

que los artículos  128, 131, 133 y 135 del Código Civil del Estado de

Aguascalientes regulan un procedimiento para modificar la identidad

de género en las actas del registro civil que resulta violatorio de los

derechos al libre desarrollo de la personalidad, a la identidad y todos

los derechos inherentes a ésta, contemplados en los artículos 1 y 4 de

la Constitución General.

26. En efecto, el artículo 1 de la Ley Fundamental reconoce el derecho de

todas las personas a no ser discriminadas y a gozar de los derechos

humanos  reconocidos  en  la  propia  Constitución  y  en  los  tratados

internacionales de los  que el  Estado Mexicano sea parte.  Mientras

que, el artículo 4 de la Constitución General reconoce expresamente el

derecho a la identidad.12

27. Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, al emitir

la Opinión Consultiva OC-24/17, definió la identidad de género como la

11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima Época, Libro XIX, abril
de 2013, Tomo 2, página 1107 y registro digital: 2003285.
12 Artículo 4. (…)
Toda persona tiene derecho a la identidad y a ser registrado de manera inmediata
a su nacimiento. El  Estado garantizará el  cumplimiento de estos derechos. La
autoridad competente expedirá gratuitamente la primera copia certificada del acta
de registro de nacimiento.
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vivencia  interna  e  individual  del  género  tal  como  cada  persona  la

percibe,  la  cual  podría  corresponder  o  no con  el  sexo asignado al

registrar el nacimiento, incluyendo la vivencia personal del cuerpo y

otras expresiones de género,  incluyendo la vestimenta,  el  modo de

hablar y los modales. 13

28. La Corte Interamericana anotó que el reconocimiento de la identidad

de  género  de  las  personas  es  uno  de  los  medios  que  facilita  el

ejercicio de los derechos a la personalidad jurídica y a la inscripción en

el  registro  civil,  entre  otros  derechos  reconocidos  en  instrumentos

internacionales  como  la  Declaración  Americana  de  los  Derechos  y

Deberes  del  Hombre  y  la  Convención  Americana  sobre  Derechos

Humanos.

29. Asimismo, se precisó el derecho de cada persona a definir de manera

autónoma su identidad de género y que los datos que figuran en los

registros  se  encuentran  protegidos  por  la  Convención  Americana

Sobre  Derechos  Humanos  a  través  de  las  disposiciones  que

garantizan  el  libre  desarrollo  de  la  personalidad,  el  derecho  a  la

privacidad, el reconocimiento de la personalidad jurídica y el derecho

al nombre.14

30. En ese contexto, el tribunal interamericano adujo que la adecuación de

los registros públicos y de los documentos de identidad constituye un

13 La  Opinión  Consultiva  se  emitió  el  veinticuatro  de  noviembre  de  dos  mil
diecisiete y fue solicitada por la República de Costa Rica, que planteó temas de
identidad de género e igualdad y no discriminación a parejas del mismo sexo. El
documento  digital  se  puede  consultar  la  siguiente  página  electrónica:
seriea_24_esp.pdf.
14 Opinión Consultiva OC-24/17, párrafo 115.
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derecho protegido por los artículos 3, 7.1, 11.2 y 18 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el 1.1 y 24 del

mismo instrumento,  por  lo  que  los  Estados  tienen la  obligación  de

reconocer,  regular  y  establecer  los  procedimientos  adecuados para

tales fines.

31. Por  estas  razones  se  precisó  que  los  Estados  deben  adoptar  las

medidas  legislativas,  administrativas  y  de  cualquier  otra  índole  que

sean necesarias para respetar y reconocer legalmente el derecho a la

identidad de género, de acuerdo con lo que cada persona defina para

sí  misma,  así  como para  que  existan  procedimientos  mediante  los

cuales se puedan adecuar los documentos de identidad emitidos por el

Estado, que indiquen género o sexo de una persona, a fin  de que

reflejen su identidad de género auto percibida.

32. Además, de conformidad con el criterio de la Corte Interamericana de

Derechos Humanos, los procedimientos de modificación de las actas

del Registro Civil deben garantizar el derecho a la identidad de género,

pero  también  deben  implementarse  de  forma  que  se  proteja  la

seguridad  jurídica,  es  decir,  deben  buscar  que  no  se  altere  la

titularidad  de  los  derechos  y  las  obligaciones  jurídicas  que

correspondían  a  la  persona  antes  de  la  rectificación  de  sus

documentos, tales como las provenientes del derecho de familia en

todos sus órdenes y grados.

33. Por  ese  motivo,  los  procedimientos  de  rectificación  de  acta  por

identidad de género deben implementarse con ciertas características

que  permitan  el  ejercicio  del  derecho  al  libre  desarrollo  de  la
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personalidad y, al mismo tiempo, otorguen seguridad jurídica respecto

de los derechos de terceras personas.

34. Así,  en opinión de  la  Corte  Interamericana y  tal  como lo  afirma la

asociación  quejosa,  los  procedimientos  para  la  adecuación  de  la

identidad de género debe cumplir ciertos requisitos, a saber: a) deben

estar enfocados a la adecuación integral  de la identidad de género

auto  percibida;  b)  deben  basarse  únicamente  en  el  consentimiento

libre  e  informado  del  solicitante,  sin  exigir  requisitos  como

certificaciones médicas o psicológicas; c) deben ser confidenciales, a

fin  de  no  reflejar  en  los  nuevos  documentos  los  cambios  o

adecuaciones realizadas; d) deben ser expeditos y en la medida de lo

posible, tender a la gratuidad; y e) no deben exigir la acreditación de

operaciones quirúrgicas u hormonales.

35. Esto es, ese tipo de trámites deben ser integrales, tanto con los datos

como con los documentos en los que se hace constar la identidad de

la persona, de manera que el procedimiento debe basarse únicamente

en el consentimiento libre e informado del solicitante, sin que se exijan

mayores  requisitos  como  certificaciones  médicas  o  psicológicas  u

otros  que  puedan  resultar  irrazonables,  pues  ello  implicaría

condicionar el pleno ejercicio del derecho a la vida privada.

36. Otra de las características que deben tener ese tipo de procedimientos

de rectificación de registros civiles por identidad de género consiste en

que la intervención del Estado no debe tener carácter constitutivo, por

el  contrario,  debe  ceñirse  a  reconocer  la  adscripción  elegida

libremente por cada persona y, por ende, el trámite debe ser sencillo y
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las  autoridades  deben limitarse  a  verificar  si  la  persona interesada

cumple con los requisitos inherentes a la manifestación de la voluntad.

37. Por  tanto,  en  opinión  de  la  Corte  Interamericana  de  Derechos

Humanos, la vía para la rectificación de documentos que mejor cumple

con las características señaladas es la de naturaleza materialmente

administrativa  o  notarial,  pues  la  tramitación  jurisdiccional

eventualmente podría incurrir en excesivas formalidades o demoras.

38. Las consideraciones reseñadas válidamente pueden ser  empleadas

en la presente resolución, en la medida que sean más favorables para

los derechos de las personas, en términos de la jurisprudencia P./J.

21/2014  (10a.),  de  rubro:  “JURISPRUDENCIA  EMITIDA  POR  LA

CORTE  INTERAMERICANA  DE  DERECHOS  HUMANOS.  ES

VINCULANTE  PARA  LOS  JUECES  MEXICANOS  SIEMPRE  QUE

SEA MÁS FAVORABLE A LA PERSONA”.15

39. En  el  ámbito  nacional  este  Alto  Tribunal  ha  emitido  diversos

pronunciamientos  en  torno  a  los  derechos  de  las  personas

transgénero  y  también  ha  definido  las  directrices  que  se  deben

observar en los procedimientos relativos a la emisión de las actas de

nacimiento por identidad de género.

40. Así, se ha sostenido que del derecho a la dignidad humana se siguen,

entre  otros,  el  derecho  al  libre  desarrollo  de  la  personalidad,  que

comprende la libertad de elegir la opción sexual y apariencia personal,

los  cuales  son  aspectos  de  la  forma  en  que  una  persona  desea
15 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Décima Época, Libro 5, abril de
2014, Tomo I, página 204 y registro digital: 2006225.
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proyectarse  y  vivir  su  vida  y,  por  tanto,  sólo  a  ella  le  corresponde

decidir en forma autónoma.16

41. Además,  al  resolver  el  amparo  directo  6/2008  el  Pleno  de  esta

Suprema  Corte  de  Justicia  de  la  Nación  señaló  que  el  derecho

fundamental  al  libre  desarrollo  de  la  personalidad  implica

necesariamente el reconocimiento al derecho a la identidad sexual y a

la  identidad  de  género,  porque  a  partir  de  éstos  el  individuo  se

proyecta frente a sí mismo y dentro de una sociedad.17

42. Al respecto, se agregó que la identidad de género que decida cada

persona, con el objeto de adecuar su estado psicosocial a su físico y

vivir en congruencia con el sexo con el que se identifica plenamente,

constituye  una  decisión  que  forma  parte  del  libre  desarrollo  de  la

personalidad,  en  tanto  es  una  expresión  de  la  individualidad  de  la

persona respecto de su percepción sexual ante sí mismo.

43. Esto  es,  que  los  derechos  a  la  identidad  personal  y  de  género

constituyen derechos inherentes a la persona, fuera de la injerencia de

los  demás  y  se  configuran  como  derechos  de  defensa  y  garantía

esencial para la condición humana, ya que pueden reclamarse tanto

en defensa de la intimidad violada o amenazada, como exigir que el

Estado  prevenga  la  existencia  de  eventuales  intromisiones  que  los

16 Tesis P.  LXVI/2009,  de rubro:  “DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA
PERSONALIDAD.  ASPECTOS  QUE  COMPRENDE.”  Semanario  Judicial  de  la
Federación y su Gaceta. Novena Época, Tomo XXX, diciembre de 2009, página 7
y registro digital: 165822.
17 Resuelto en sesión de seis de enero de dos mil nueve, por unanimidad de once
votos.
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lesionen, pues aun cuando no son absolutos, su intromisión sólo podrá

justificarse por ley, siempre que medie un interés superior.

44. Por ende, este Alto Tribunal señaló que el legislador debe implementar

los mecanismos necesarios para el reconocimiento, tutela y garantía

de los derechos de personas transexuales, para que puedan adecuar

su identidad de género, lo que sólo se logra a través de la rectificación

del nombre, el sexo y el género, pues de lo contrario, se negaría su

derecho  a  la  identidad  personal  y,  en  consecuencia,  a  su  libre

desarrollo, como parte del derecho a la dignidad.

45. De la ejecutoria en cuestión derivó la tesis P. LXIX/2009, de rubro:

“REASIGNACIÓN  SEXUAL.  ES  UNA  DECISIÓN  QUE  FORMA

PARTE  DE  LOS  DERECHOS  AL  LIBRE  DESARROLLO  DE  LA

PERSONALIDAD”. 18

46. Asimismo,  en  congruencia  con  lo  manifestado  por  la  Corte

Interamericana de Derechos Humanos con relación a la modificación

de actas para que sean conformes con la identidad de género auto

percibida de las personas, se reiteró que la vía administrativa para la

expedición o rectificación del acta de nacimiento por adecuación de la

identidad de género es la vía idónea para tutelar el derecho humano a

la identidad de las personas transgénero.19

47. Incluso se precisó que esta vía administrativa para la rectificación de

actas  de  nacimiento  no  solo  permite  cumplir  con  los  principios  de

18 Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, Tomo XXX, diciembre de
2009, página17 y registro digital: 165698.
19 Así  lo  determinó el  Pleno de la  Suprema Corte  de  Justicia  de la  Nación al
resolver el amparo directo 6/2008 previamente citado.
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privacidad, sencillez y celeridad para el efectivo ejercicio del derecho a

la identidad sino que, además, es apta para salvaguardar los derechos

de terceros que en su caso pudieran verse afectados con la emisión

de un nuevo documento de identidad de la persona solicitante.

48. A  su  vez,  la  extinta  Primera  Sala  señaló  que  el  derecho  de  las

personas a definir de manera autónoma su propia identidad de género

se hace efectiva garantizando que tales definiciones concuerden con

los  datos  de  identificación  consignados  en  los  distintos  registros  o

documentos de identidad. Esto se traduce en el  derecho a que los

atributos  de  la  personalidad  contenidos  en  los  documentos  de

identificación  coincidan  con  las  definiciones  identitarias  de  cada

persona y, en caso de que no hubiera tal correspondencia, debe existir

la posibilidad de modificar los documentos o registros respectivos. 20

49. También se retomó el criterio de la Corte Interamericana de Derechos

Humanos, en el sentido de que los procedimientos para reconocer la

identidad de género deben cumplir con cinco requisitos, a saber: tener

un enfoque hacia la adecuación integral de la identidad de género auto

percibida,  estar  basados  únicamente  en  el  consentimiento  libre  e

informado  de  la  persona  solicitante,  no  exigir  la  acreditación  de

operaciones  quirúrgicas  u  hormonales;  además,  deben  ser

confidenciales y tender a la gratuidad.

50. Estas  consideraciones  dieron  origen  a  la  tesis  1a.  CCXXXII/2018

(10a.),  de  rubro:  “IDENTIDAD  DE  GÉNERO  AUTO-PERCIBIDA

(REASIGNACIÓN  SEXO-GENÉRICA).  REQUISITOS  QUE  DEBE
20 Así lo argumentó al  resolver el  amparo en revisión 1317/2017, en sesión de
diecisiete de octubre de dos mil dieciocho, por mayoría de cuatro votos.
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CUMPLIR EL PROCEDIMIENTO PARA LA ADECUACIÓN DEL ACTA

DE NACIMIENTO Y DEMÁS DOCUMENTOS DE IDENTIDAD”. 21

51. Tal  y como se argumentó entonces,  los tres primeros requisitos se

refieren  a  que  el  proceso  de  auto  adscripción  es  autónomo  y  la

intervención del Estado no debe tener carácter constitutivo, sino solo

de reconocimiento  y,  además,  no se debe exigir  la  acreditación de

cirugías o de pruebas documentales para pretender que se demuestre

la identidad de género auto percibida por cada persona.

52. El requisito de confidencialidad exige que no consten en un mismo

documento las modificaciones a los registros, a fin de evitar publicidad

no deseada, pues ello puede representar mayor vulnerabilidad para la

persona  solicitante.  Por  virtud  del  quinto  requisito,  relativo  a  la

gratuidad,  se  requiere  que  los  procedimientos  para  reconocer  la

identidad de género tengan el menor costo posible.

53. Por su parte, la desaparecida Segunda Sala de este Alto Tribunal, al

resolver la contradicción de criterios 346/2019, reiteró la posición de

que la vía idónea para adecuar actas de nacimiento por  identidad de

género es la administrativa registral, pues ésta es la que cumple con

los  estándares  de  privacidad,  sencillez,  celeridad  y  adecuada

protección de la identidad de género.

54. De la ejecutoria citada surgió la jurisprudencia 2a./J. 173/2019 (10a.),

de  rubro:  “REASIGNACIÓN  SEXO-GENÉRICA.  LA  VÍA

ADMINISTRATIVA  REGISTRAL  ES  LA  IDÓNEA  PARA  LA
21 Gaceta  del  Semanario  Judicial  de  la  Federación.  Décima  Época,  Libro  61,
diciembre de 2018, Tomo I, página 322 y registro digital: 2018671.
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ADECUACIÓN O EXPEDICIÓN DE LAS ACTAS DE NACIMIENTO

POR  ESE  MOTIVO  (LEGISLACIÓN  DE  LOS  ESTADOS  DE

CHIHUAHUA Y GUANAJUATO)”. 22

55. Respecto de las anotaciones marginales en los nuevos documentos o

registros que se llegaran a entregar por adecuación de la identidad de

género, el Pleno de este Alto Tribunal argumentó que si se mantienen

los datos concernientes al nombre, sexo o género de la persona que

solicitó  la  adecuación,  la  consecuencia  será  otorgar  una  indebida

publicidad de información privada, lo cual vulnera los derechos a la

dignidad  humana,  a  la  no  discriminación,  a  la  intimidad,  a  la  vida

privada, a la identidad personal y al libre desarrollo de la personalidad,

sin que se advierta razonabilidad alguna para ello.

56. Para apoyar el argumento de que las anotaciones marginales resultan

injustificadas,  este  Tribunal  Constitucional  ha  señalado  que,  aun

cuando  las  correcciones  en  los  documentos  de  identidad  pueden

repercutir en el orden público o en las relaciones del interesado con

terceras personas, en temas tales como la filiación, los antecedentes

penales,  las  sucesiones  o  los  actos  contractuales,  esos  aspectos

pueden  garantizarse  a  través  de  distintos  mecanismos  legales,  sin

necesidad de perjudicar a quienes se auto perciban de forma diferente

y soliciten los ajustes necesarios en sus documentos de identidad.

57. Ello es así, en virtud de que el cambio de nombre u otro dato esencial

en las actas del estado civil, como el sexo o el género, no liberan ni

eximen  de  las  obligaciones  o  responsabilidades  contraídas  con  la
22 Gaceta  del  Semanario  Judicial  de  la  Federación.  Décima  Época,  Libro  75,
febrero de 2020, Tomo I, página 894 y registro digital: 2021582.
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identidad anterior, pero tampoco deben tener como consecuencia el

menoscabo  de  los  derechos  fundamentales  de  las  personas  que

solicitan la rectificación de género en sus documentos o registros.

58. Este  criterio  se  contiene  en  la  tesis  P.  LXXIV/2009,  de  rubro:

“REASIGNACIÓN  SEXUAL.  NO  EXISTE  RAZONABILIDAD  PARA

LIMITAR LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE UNA PERSONA

TRANSEXUAL,  IMPIDIÉNDOLE  LA  ADECUACIÓN  DE  SUS

DOCUMENTOS  DE  IDENTIDAD,  BAJO  EL  PRETEXTO  DE

PRESERVAR  DERECHOS  DE  TERCEROS  O  EL  ORDEN

PÚBLICO”.23

59. Con lo expuesto hasta aquí es posible afirmar que todo procedimiento

que regule la modificación de registros civiles o de actas de nacimiento

para que sean acordes con la identidad de género auto percibida debe

permitir  a las personas realizar el trámite por una vía administrativa

sencilla, expedita y confidencial, sin exigir mayores requisitos que el

consentimiento libre e informado de quien presente la solicitud y debe

prever  que  el  nuevo  documento  entregado  con  la  rectificación

correspondiente  no  presente  anotaciones  marginales  o  contenido

alguno que permita conocer la modificación realizada o la identidad

anterior. Además, los trámites deben tender a la gratuidad, es decir,

ser lo menos gravosos posible para los interesados.

60. Por  ende,  si  las  normas  que  regulan  ese  tipo  de  procedimientos

requieren la tramitación por vía jurisdiccional,  imponen requisitos de

comprobación de género, cobran altas cuotas o prevén la inscripción
23 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, Tomo XXX,
diciembre de 2009, página 19 y registro digital: 165694.
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de anotaciones marginales con las que se pueda constatar la identidad

anterior  de  la  persona  solicitante,  entonces  es  posible  afirmar  que

resultan contrarias a los estándares mínimos de privacidad y celeridad

e impiden el libre ejercicio del derecho a la identidad de género.

61. En el caso y para una mejor comprensión de los artículos reclamados,

resulta conveniente transcribirlos.

Artículo 128. La nulificación, rectificación o modificación
de un registro de estado civil así como su reposición, no
puede hacerse  sino mediante sentencia ejecutoria,
salvo  reconocimiento  que  voluntariamente  haga  un
progenitor  de  su  hijo,  el  cual  se  sujetará  a  las
prescripciones de este Código.

Artículo 131. Podrá modificarse o rectificarse un registro
en los siguientes casos:

I. Cuando  habiendo  ocurrido  realmente  el  acto  y
habiendo intervenido personas legalmente obligadas o
facultadas, se hicieren constar estados o vínculos que
no  corresponden  a  la  realidad  establecida  por  una
sentencia, o se omitieron indebidamente; 

II. Cuando  se  solicite  variar  un  nombre  puesto
erróneamente u otra circunstancia accidental.

Artículo  133. Si  alguien  hubiere  sido  conocido  con
nombre  diferente  al  que  aparece  en  su  registro  de
nacimiento declarando este hecho mediante información
testimonial en diligencias de jurisdicción voluntaria con
intervención  del  Ministerio  Público,  o  mediante  el
procedimiento  contemplado  en  el  artículo  anterior  se
asentará la anotación marginal  correspondiente en
el referido registro en tal sentido.

No se entenderá que se trata de un cambio de nombre,
el  que  haga  valer  la  acción  de  corrección  o
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reconocimiento  del  nombre  distinto  al  anotado  en  su
registro de nacimiento, dada la manifestación que bajo
protesta  de  decir  verdad,  realiza  el  demandante  ante
fedatario público, de que nunca ha utilizado el nombre
que  aparece  en  el  registro  y  del  cual  solicita  la
corrección o el registro.
Cualquier  tercero  interesado  en  que  prevalezca  el
nombre que se pretende corregir o variar, tendrá acción
para solicitarlo.

Artículo 135. La sentencia que cause ejecutoria en el
juicio en que se impugnó un registro de estado civil, se
comunicará  al  Oficial  del  Registro  que  corresponda  y
éste  hará  una  referencia  de  ello  al  margen  del
registro impugnado, sea que el fallo conceda o niegue
la nulificación, la rectificación o la reposición.

Énfasis añadido

62. Los  artículos  referidos  adquieren  su  justa  dimensión  a  partir  del

contenido de los diversos 50 y 53 del mismo Código Civil del Estado

de Aguascalientes. En el primer artículo de referencia se prevé que

toda persona tiene derecho a contar con nombre y los apellidos que le

correspondan, así como a ser inscrito en el Registro Civil respectivo de

forma inmediata y gratuita y a que se le expida en forma ágil y sin

costo la primera copia certificada de su acta de nacimiento. 

63. Mientras que, en la segunda disposición, se precisa que los registros

de nacimiento contendrán, entre otros datos, el año, mes, día, hora y

lugar del mismo, así como el sexo asignado, el nombre y apellidos que

le correspondan a la persona.

64. Así, la lectura integral de los artículos señalados permite advertir que

el legislador de Aguascalientes limitó los cambios o modificaciones en
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las actas del Registro Civil,  únicamente a los casos en que ello se

solicite mediante un procedimiento judicial que concluya con el dictado

de  una  sentencia  y  señaló  como  único  caso  de  excepción  el  del

reconocimiento de un hijo. Además, estableció que, si la solicitud se

refiere al cambio de nombre, deberá hacerse por medio de jurisdicción

voluntaria y con la intervención del Ministerio Público.

65. Este sistema normativo prevé, incluso, la inscripción de una anotación

marginal  de  la  sentencia  en  los  registros  civiles  de  las  personas

interesadas ya  sea para que  conste  la  identidad  que el  interesado

ostentaba anteriormente o para asentar que le fue negada la solicitud

de modificación del registro.

66. Por ende, los artículos reclamados, al contemplar la vía judicial para

realizar la rectificación o adecuación de algún registro civil, imponen

una carga innecesaria para obtener una nueva acta de nacimiento y

dotan  a  la  solicitud  de  una  excesiva  publicidad,  afectando

indebidamente  la  vida  privada  de  las  personas.  De  ahí  que  tales

normas resulten contrarias a los estándares de privacidad, sencillez,

celeridad y a la adecuada protección de la identidad de género, en

perjuicio de los derechos al libre desarrollo de la personalidad y a la

identidad de género.

67. Ello es así, pues en congruencia con lo que la Corte Interamericana de

Derechos Humanos y este Alto Tribunal han argumentado al respecto,

la  vía  administrativa  registral  es  la  idónea  para  salvaguardar  el

derecho  humano  a  la  identidad  de  los  interesados  en  modificar  y

adecuar sus documentos de identidad para que resulten acordes con
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su  auto  percepción  sexo  genérica,  en  tanto  que  este  medio

administrativo  es  susceptible  de  cumplir  con  los  estándares  de

privacidad,  sencillez  y  celeridad,  lo  cual  representa  una  adecuada

protección a la identidad de género.

68. Además,  si  una  persona  obtiene  la  modificación  de  su  acta  de

nacimiento  por  identificarse  con  un  género  distinto  al  que  estaba

inicialmente asentado en el Registro Civil, pero en el nuevo documento

se mantienen los datos con los que originalmente estaba registrada y

solamente se asienta una nota marginal de la sentencia que hubiera

otorgado la rectificación respectiva,  ello afecta el  derecho a la  vida

privada del interesado, pues la anotación tiene como consecuencia la

indebida publicidad de datos sobre una rectificación en su identidad.

69. Por todo lo expuesto, este Tribunal Pleno considera que el sistema

normativo conformado por los artículos 128, 131, 133 y 135 del Código

Civil  del  Estado  de  Aguascalientes  reclamados  es  inconstitucional,

porque vulnera el derecho a la vida privada, a la identidad y todos los

derechos inherentes a ésta, contemplados en los artículos 1 y 4 de la

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

70. En consecuencia,  se debe conceder el amparo a la asociación civil

quejosa respecto de los  artículos 128, 131, 133 y 135 del Código

Civil  del  Estado  de  Aguascalientes,  en  los  términos  y  para  los

efectos que serán precisados en el siguiente apartado.

V. EFECTOS
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71. Este Tribunal Pleno estima que, frente a la inconstitucionalidad de los

artículos  reclamados,  se  presenta  una  disyuntiva  inherente  a

determinar si los efectos del amparo deben acotarse exclusivamente a

la esfera jurídica de la quejosa o extenderse de manera general.

72. El  análisis  necesariamente  parte  del  principio  de  relatividad  de  las

sentencias de amparo, su concepto y desarrollo jurisprudencial, para

después  precisar  los  términos  en  los  que  se  encuentra  regulado

actualmente  ese  principio  rector  del  juicio  constitucional  en  la

Constitución General y en la Ley de Amparo.

73. El  principio  de  relatividad  de  las  sentencias  encuentra  su  primer

antecedente en el Acta Constitutiva y de Reformas de 1847, en cuyo

artículo 25 se estableció que el amparo concedido por los tribunales

contra actos de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, tanto del ámbito

Federal como del estatal, debía limitarse a proteger a los gobernados

respecto del caso particular, sin hacer alguna declaración respecto de

la ley o del acto que hubiera motivado la sentencia.24

74. Esto es, el principio de relatividad que rige las sentencias de amparo

consiste, desde su origen, en que la resolución dictada solamente se

24 “25. Los tribunales de la Federación ampararán a cualquiera habitante de la
República en el ejercicio y conservación de los derechos que le concedan esta
Constitución  y  las  leyes  constitucionales,  contra  todo  ataque  de  los  poderes
legislativo y ejecutivo, ya de la Federación, ya de los Estados, limitándose dichos
tribunales  a  impartir  su  protección  en  el  caso  particular  sobre  que  verse  el
proceso, sin hacer ninguna declaración general respecto de la ley o del acto que lo
motivare”.  El  texto  del  Acta  Constitutiva  y  de  Reformas  de  mil  ochocientos
cuarenta  y  siete  se  puede  consultar  en  versión  digital  en  la  liga  siguiente:
reformas-1847.pdf.
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debe ocupar de los individuos que hubieran solicitado la protección de

la justicia federal, sin fijar efectos generales.25

75. No obstante, a lo largo de los años, el alcance de este principio se fue

modificando, tanto por virtud de distintas reformas a la Constitución

Política de los Estados Unidos Mexicanos y a la Ley de Amparo, como

a través de la jurisprudencia sustentada por este Alto Tribunal.

76. Ello es así, pues antes de junio de dos mil once existía una posición

muy consolidada en la doctrina de esta Suprema Corte en el sentido

de que los tribunales de amparo debían estudiar los argumentos de las

partes y, en su caso, conceder la protección constitucional solo para el

efecto de que se restituyeran los derechos vulnerados a los quejosos,

sin  que  se  pudiera  ordenar  directamente  en  las  sentencias  la

protección de los derechos de personas que no hubieran acudido al

juicio constitucional.26

77. Sin embargo, la extinta Primera Sala de este Alto Tribunal sostuvo, en

su momento, que por virtud de las reformas a la Ley Fundamental de

junio de dos mil once, se modificó la configuración del juicio de amparo

y precisó que, si bien seguía vigente el principio de relatividad de las

sentencias,  se  debían  buscar  los  mecanismos  adecuados  para

25 Así  lo  sostuvo  la  extinta  Primera  Sala  al  resolver  la  contradicción  de  tesis
258/2019,  en  sesión  de  dieciséis  de  octubre  de  dos  mil  diecinueve,  por
unanimidad de cinco votos.
26 Esta postura se narra en la sentencia del amparo en revisión 1359/2015, como
antecedente del cambio de paradigma generado a partir de la reforma publicada el
diez de junio de dos mil once. Ese recurso lo resolvió la extinta Primera Sala en
sesión de quince de noviembre de dos mil diecisiete, por mayoría de cuatro votos,
donde se analizó la evolución de los criterios respecto de la procedencia del juicio
de amparo contra las omisiones legislativas.
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remediar  los  vicios  de  inconstitucionalidad,  aun  cuando  los  efectos

salieran de la esfera individual de los quejosos.27

78. Por este motivo, la citada Sala llevó a cabo una reinterpretación del

principio de relatividad de las sentencias a fin de proteger los derechos

de  naturaleza  colectiva  y  emitió  diversas  ejecutorias  cuyos  efectos

beneficiaron,  de  manera  indirecta,  a  una  comunidad  o  grupo  de

personas.28

79. Así, al resolver el amparo en revisión 1359/2015, la entonces Primera

Sala  de  este  Alto  Tribunal  plasmó  en  forma  expresa  las  razones

torales que justificaban la reinterpretación del principio de relatividad

de las sentencias.

27 Así lo sostuvo al resolver el amparo en revisión 323/2014, en sesión de once de
marzo de dos mil quince, por unanimidad de cinco votos.
28 Por ejemplo, en dos mil trece se otorgó la protección a un grupo de personas
indígenas para efecto de que se garantizara su derecho de audiencia respecto de
la  operación  de  un  acueducto  que  podría  afectar  el  derecho  al  agua  de  la
comunidad a la que representaban. Así lo determinó la desaparecida Primera Sala
de esta Suprema Corte al resolver el amparo en revisión 631/2012, en sesión de
ocho de mayo de dos mil trece, por unanimidad de cinco votos.
En otro asunto, la entonces Primera Sala otorgó el amparo a una asociación civil
para el  efecto de exigir  a las autoridades a cumplir  con sus obligaciones para
verificar  que  el  gasto  público  en  materia  de  educación  se  hubiera  ejercido
conforme  a  los  parámetros  legales  y,  de  no  ser  así,  se  llevaran  a  cabo  los
procedimientos correspondientes para deslindar responsabilidades. Los efectos de
ese fallo no solo favorecieron a la asociación quejosa en la defensa del derecho a
la  educación,  sino  también  a  todos  los  ciudadanos  que  contribuyen  al  gasto
público.  Amparo  en  revisión  323/2014,  resuelto  el  once  de  marzo  de  dos  mil
quince, por unanimidad de cinco votos.
Asimismo,  se  emitió  sentencia  estimatoria  para  efecto  de  que  las  autoridades
jurisdiccionales  de una entidad federativa  cumplieran su  deber  de  publicar  los
fallos  dictados en  un  período  en el  que  habían omitido  hacerlo.  Ambos fallos
beneficiaron de manera indirecta a la población en general. Amparo en Revisión
271/2020 resuelto en sesión de tres de febrero de dos mil veintiuno, por mayoría
de cuatro votos.
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80. Al respecto, argumentó que las reformas de dos mil once ampliaron el

espectro  de  protección  del  juicio  de  amparo,  lo  cual  hizo  posible

proteger  de  mejor  manera  los  derechos  más  complejos  como  los

económicos, sociales o culturales y sostuvo que, si se mantuviera una

interpretación  estricta  del  citado  principio,  en  el  sentido  de  que  la

concesión  del  amparo  nunca  puede  suponer  algún  beneficio  para

terceros ajenos al juicio, resultaría muy complicado proteger ese tipo

de  derechos  cuya  característica  esencial  es  que  son  colectivos  o

difusos.29

81. Incluso,  en  dos  mil  veintitrés,  la  extinta  Primera  Sala  de  este  Alto

Tribunal argumentó que los efectos de una sentencia de amparo se

podrían modular o ampliar cuando el juicio se hubiera promovido por

asociaciones civiles  con base en un interés legítimo,  para proteger

derechos colectivos.30

82. Al respecto,  se argumentó que la fracción II  del  artículo 107, de la

Constitución General debía interpretarse de la manera más favorable a

la persona, con el objeto de maximizar tanto el derecho de acceso a la

tutela  jurisdiccional  efectiva,  como  el  principio  de  supremacía

constitucional,  pues el  principio  de relatividad de las  sentencias no

tiene  el  alcance  de  limitar  el  acceso  a  la  jurisdicción  cuando  se

defiendan intereses colectivos o difusos.

29 En  dicha ejecutoria,  la  desaparecida  Primera  Sala  de  la  Suprema Corte  de
Justicia de la Nación concedió el amparo para efecto de que el Congreso de la
Unión cumpliera su deber de regular lo relativo a la propaganda gubernamental.
Así lo resolvió el quince de noviembre de dos mil diecisiete, por mayoría de cuatro
votos.
30 Amparo en revisión 79/2023, resuelto el treinta de agosto de dos mil veintitrés,
por mayoría de cuatro votos.
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83. Ese  criterio  se  reflejó  en  la  tesis  de  rubro:  “EFECTOS  DE  LA

CONCESIÓN  DE  AMPARO.  DEBEN  MODULARSE  Y  AMPLIARSE

CUANDO EL JUICIO SE PROMUEVE POR ASOCIACIONES CIVILES

CON  BASE  EN  UN  INTERÉS  LEGÍTIMO  Y  PARA  PROTEGER

DERECHOS  COLECTIVOS,  A  FIN  DE  TUTELAR  EL  DERECHO

HUMANO DE ACCESO A LA JUSTICIA Y LOGRAR UN VERDADERO

EFECTO REPARADOR”.31

84. A su vez, la desaparecida Segunda Sala de este Alto Tribunal sustentó

un criterio similar, pues argumentó que la interpretación del principio

de relatividad de las sentencias que rige el  juicio  de amparo debía

buscar que se maximizara el derecho humano de acceso a la tutela

jurisdiccional efectiva y el principio de supremacía constitucional.32

85. De la ejecutoria en cuestión surgió el criterio de rubro: “SENTENCIAS

DE  AMPARO.  EL  PRINCIPIO  DE  RELATIVIDAD  ADMITE

MODULACIONES  CUANDO  SE  ACUDE  AL  JUICIO  CON  UN

INTERÉS LEGÍTIMO DE NATURALEZA COLECTIVA”.33

86. A pesar de lo anterior, el quince de septiembre de dos mil veinticuatro

se publicó el Decreto que reformó diversos artículos de la Constitución

General,34 entre otros, el artículo 107, específicamente en su fracción

31 Tesis 1a. XXXVI/2023 (11a.). Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.
Undécima Época,  octubre de 2023,  Libro 30,  Tomo III,  página 2465 y registro
digital: 2027531.
32 Amparo en revisión 241/2018, resuelto en sesión de veintisiete de junio de dos
mil dieciocho, por mayoría de cuatro votos.
33 Tesis 2a. LXXXIV/2018 (10a.). Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de
la Federación. Décima Época, Libro 58, septiembre de 2018, Tomo I, página 1217
y registro digital: 2017955.
34 Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma
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II, en los términos siguientes:

Artículo. 107. Las controversias de que habla el artículo
103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en
materia electoral, se sujetarán a los procedimientos que
determine  la  ley  reglamentaria,  de  acuerdo  con  las
bases siguientes:

[…]

II. Las sentencias que se pronuncien en los juicios de
amparo sólo se ocuparán de personas quejosas que lo
hubieren  solicitado,  limitándose  a  ampararlas  y
protegerlas, si procediere, en el caso especial sobre el
que  verse  la  demanda.  Tratándose  de  juicios  de
amparo  que  resuelvan  la  inconstitucionalidad  de
normas  generales,  en  ningún  caso  las  sentencias
que se dicten fijarán efectos generales.

Énfasis añadido

87. Como se observa, el texto vigente de la Ley Fundamental dispone que

las  sentencias  de  amparo  en  las  cuales  se  declare  la

inconstitucionalidad de las normas generales reclamadas, en ningún

caso deberán fijar efectos generales.

88. En  los  trabajos  legislativos  correspondientes  se  pueden  advertir

diversas  consideraciones  en  ese  sentido.  En  particular,  destaca  la

exposición  de  motivos  de  la  iniciativa  presentada  por  el  Poder

Ejecutivo  de  la  Unión  el  cinco  de  febrero  de  dos  mil  veinticuatro,

concretamente en los párrafos que a continuación se transcriben:

La doctrina señala que existen límites a la jurisdicción
constitucional,  pues  los  intérpretes  de  la  Constitución

del Poder Judicial.
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deben  ser  cuidadosos  de  no  invadir  la  libertad  de
configuración  de  los  otros  órganos  estatales,
específicamente,  del  Legislativo.  Estos  límites  son
necesarios  para  evitar  que  la  justicia  constitucional
adopte de manera discrecional decisiones de contenido
y de trascendencia política y no jurídica.  Por ello,  es
necesario que los tribunales constitucionales funjan
como  un  poder  que  se  limite  a  sostener  la
efectividad del sistema constitucional, sin cambiarlo
ni  impedir  su  reforma. Bajo  esos  argumentos,
resulta viable la propuesta de no otorgar a la SCJN
mecanismos  que  le  permitan  limitar  el  trabajo  del
Poder Legislativo sin haber realizado previamente el
estudio  sobre  la  constitucionalidad  de  la  norma,
pues  si  existen  límites  al  análisis  constitucional,
deben  necesariamente  contarse  con  límites  a  la
función  judicial  sobre  el  trabajo  legislativo  que,
como  se  dijo,  se  presupone  acorde  con  nuestro
texto fundamental.

En ese sentido,  también merece la pena replantear la
procedencia de la suspensión con efectos generales en
el otorgamiento de amparos. La denominada "Fórmula
Otero” presente en nuestro marco constitucional y legal
desde  la  promulgación  de  la  Constitución  liberal  de
1857, es un principio del juicio de amparo que priva de
sus  efectos  a  leyes  inconstitucionales  únicamente  en
favor de la parte que lo interpone, es decir, el amparo
protege  a  quien  o  quienes  lo  solicitan  por  verse
afectados en su esfera de derechos por dicha ley,
pero no anulan la ley general frente a todo el mundo
(es decir, no tiene efectos erga omnes).

(…)

El principio de relatividad de las sentencias de amparo
ya se contenía en el proyecto de Constitución yucateca
de 1841, ideado por Manuel Crescencio Rejón, en cuya
exposición de motivos se manifestó la necesidad de que
el  actuar  del  Poder  Judicial  se  diera  con  prudencia  y
discreción, pues al otorgársele la posibilidad de censurar
una legislación se le  debía  obligar  a  actuar  en casos
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particulares y ocultando la importancia del ataque a las
miras  apasionadas  de  las  fracciones.  Por  ello  señaló
que:

… sus sentencias, como dice muy bien Tocqueville, no
tendrán por objeto más que el descargar el golpe sobre
un interés personal, y la ley solo se encontrará ofendida
por casualidad. De todos modos, la ley así censurada no
quedará destruida: se disminuirá sí su fuerza moral, pero
no se suspenderá su efecto material. Solo perecerá por
fin  poco  a  poco  y  con  los  golpes  redoblados  de  la
jurisprudencia, siendo además fácil de comprender, que
encargando al interés particular promover la censura de
las leyes, se enlazará el proceso hecho a éstas con el
que  se  siga  a  un  hombre,  y  habrá  de  consiguiente
seguridad de que la legislación no sufrirá el  más leve
detrimento,  cuando  no  se  le  deja  expuesta  por  este
sistema a las agresiones diarias de los partidos.

Es  decir,  la  "Fórmula  Otero"  buscó  evitar  que  el
Poder  Judicial  se  erigiera  como  un  censor  del
legislativo y afectara el orden jurídico, colocándose
por  encima  de  las  facultades  y  prerrogativas
constitucionales de uno de los Poderes constituidos
de la Unión. Así,  el  juicio de amparo surge como un
medio  de  defensa  personal  para  salvaguardar  la
vigencia de las garantías individuales, así como un juicio
contra  las  leyes  del  Congreso  o  actos  del  Poder
Ejecutivo que vulneraran el orden constitucional.

Actualmente,  el  juicio  de  amparo  representa  la  última
instancia  de  impugnación  de  la  mayor  parte  de  los
procedimientos  judiciales,  administrativos  y  aun  de
carácter  legislativo,  y  tutela  todo  el  orden  jurídico
nacional  contra  los  abusos  y  actos  antijurídicos
realizados  por  cualquier  autoridad,  siempre  que  esas
infracciones  se  traduzcan  en  una  afectación  actual,
personal  y  directa  a  los  derechos  de  una  persona
jurídica, sea individual o colectiva.

(…)
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Queda  claro  que  el  principio  de  relatividad  sigue
vigente e inserto en nuestro ordenamiento jurídico y
constitucional, pese a que su aplicación se ha ido
modulando  y  flexibilizando  a  través  de  diversas
resoluciones  de  órganos  jurisdiccionales  y  de  la
propia SCJN que, como ya se dijo, han pretendido
erigirse indebidamente en órganos legislativos. (…)

Como  se  advierte,  es  necesario  plasmar  en  el  texto
constitucional lo que la norma ya regula, por lo que se
propone  rescatar  y  anclar  a  la  Constitución  la
“Fórmula  Otero”  mediante  la  modificación  de  los
artículos 105 y 107 constitucionales (…).35

Énfasis añadido

89. Como se  observa,  fue clara  la  intención  del  Órgano Revisor  de la

Constitución de reivindicar la denominada  Fórmula Otero y limitar el

alcance que se había conferido por los tribunales federales, incluida

esta  Suprema  Corte  en  su  anterior  integración,  al  principio  de

relatividad de las sentencias de amparo, particularmente en los juicios

de  amparo  promovidos  contra  normas  generales  de  las  ramas

legislativas.

90. En ese contexto y con el  fin de adecuar la ley reglamentaria de la

materia al texto de la Constitución General, el trece de marzo de dos

mil  veinticinco se publicó en el  Diario  Oficial  de la  Federación una

reforma al artículo 73 de la Ley de Amparo, para quedar como sigue:

Artículo 73. Las sentencias que se pronuncien en los
juicios  de  amparo  sólo  se  ocuparán  de  las  o  los
individuos  particulares  o  de  las  personas  morales,

35 La iniciativa puede ser consultada en la Gaceta Parlamentaria de cinco de febrero de dos mil
veinticuatro,  visible  en  el  siguiente  vínculo:
https://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/65/2024/feb/20240205-15.pdf
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privadas  u  oficiales  que  lo  hubieren  solicitado,
limitándose a ampararlas y protegerlas, si procediere, en
el  caso  especial  sobre  el  que  verse  la  demanda.
Tratándose de juicios de amparo que resuelvan la
inconstitucionalidad  de  normas  generales,  en
ningún  caso  las  sentencias  que  se  dicten  fijarán
efectos generales.

91. De  lo  anterior  se  sigue  que,  por  mandato  constitucional  y  legal,

actualmente en ningún caso se pueden otorgar efectos generales

a  las  sentencias  de  amparo  en  las  cuales  se  declare  la

inconstitucionalidad de las normas reclamadas.

92. En consecuencia, los efectos de la concesión del amparo decretado

en esta resolución derivado de la inconstitucionalidad de las normas

relativas  a  la  modificación  de  actas  de  nacimiento  por  cuestión  de

identidad de género auto percibida de las personas en el Estado de

Aguascalientes, deben limitarse a la esfera jurídica de la asociación

civil quejosa y sus afiliados.

93. Lo anterior resuelve la disyuntiva planteada al inicio de este apartado

en el  sentido de que no se pueden otorgar  efectos generales a  la

sentencia  que  concede  el  amparo  a  una  asociación  civil  por  la

inconstitucionalidad de  los artículos 128, 131, 133 y 135 del Código

Civil  del  Estado  de  Aguascalientes,  sino  que  la  protección

constitucional debe limitarse a la esfera jurídica de la parte quejosa en

observancia del principio de relatividad de las sentencias.
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94. Apoya esta determinación lo resuelto por el Pleno de este Alto Tribunal

en la contradicción de criterios 218/2024,36 en la que inclusive los tres

asuntos  contendientes  tuvieron  su  origen  en  juicios  de  amparo

promovidos por la misma asociación civil aquí recurrente en contra de

la  legislación  de  diversas  entidades  federativas  que  regulan  el

procedimiento de modificación de actas de nacimiento. 

95. En la contradicción de referencia se adujo que la redacción vigente de

los artículos 107, fracción II, de la Ley Fundamental y 73 de la Ley de

Amparo prohíbe otorgar efectos generales a las sentencias de amparo

en  las  que  se  declare  la  inconstitucionalidad  de  las  normas

reclamadas, lo cual llevó a declarar sin materia el diferendo respectivo.

En particular, porque el punto de toque ya había quedado resuelto con

el texto vigente de la Constitución General y de la Ley de Amparo, en

el sentido de que en ningún caso se pueden otorgar efectos generales

a  las  sentencias  de  amparo  en  las  cuales  se  declare  la

inconstitucionalidad de las normas generales reclamadas.

96. De  este  modo  y  con  fundamento  en  el  artículo  78  de  la  Ley  de

Amparo,37 se procede a determinar los efectos y medidas que esta

Suprema Corte  de  Justicia  de  la  Nación  estima  convenientes  para

restituir  a la quejosa en el  pleno goce de los derechos vulnerados,

36 Resuelta en sesión de ocho de enero de dos mil veintiséis, por mayoría de siete
votos.
37 “Artículo 78. Cuando el acto reclamado sea una norma general la sentencia
deberá determinar si es constitucional, o si debe considerarse inconstitucional.
Si se declara la inconstitucionalidad de la norma general impugnada, los efectos
se extenderán a todas aquellas normas y actos cuya validez dependa de la propia
norma  invalidada.  Dichos  efectos  se  traducirán  en  la  inaplicación  únicamente
respecto de la persona quejosa.
El órgano jurisdiccional de amparo podrá especificar qué medidas adicionales a la
inaplicación deberán adoptarse para restablecer a la persona quejosa en el pleno
goce del derecho violado”.
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teniendo como referente que el marco normativo vigente dispone, de

manera  categórica,  que  tratándose  de  juicios  de  amparo  que

resuelvan la inconstitucionalidad de normas generales, en ningún caso

las sentencias que se dicten fijarán efectos generales.

97. En  consecuencia,  ante  la  inconstitucionalidad  de  los  artículos  128,

131,  133  y  135  del  Código  Civil  del  Estado  de  Aguascalientes,  el

efecto  de  la  concesión  del  amparo  es  ordenar  la  desincorporación

presente  y  futura  de  dichas  normas  de  la  esfera  jurídica  de  la

asociación civil quejosa y de las personas que  hasta el día de hoy

representa. Ello, de conformidad con la jurisprudencia P./J. 112/99, de

rubro:  “AMPARO CONTRA LEYES.  SUS EFECTOS SON LOS DE

PROTEGER AL QUEJOSO CONTRA SU APLICACIÓN PRESENTE Y

FUTURA”.38

98. Así,  se  ordena  al  Registro  Civil  del  Estado  de  Aguascalientes  que

permita a las personas actualmente representadas por la asociación

quejosa obtener el reconocimiento a su identidad de género, mediante

un  procedimiento  administrativo  sencillo,  respetando  el  derecho

humano al libre desarrollo de la personalidad. Esto es, prescindiendo

de la vía judicial establecida en el sistema normativo reclamado.

99. Además,  los  trámites  administrativos  de  modificación  de  actas  del

registro civil por adecuación de la identidad de género iniciados por las

personas  actualmente representadas  por  la  asociación  quejosa

deberán culminar con la expedición de una nueva acta, en la cual se

38 Semanario  Judicial  de la  Federación y  su Gaceta,  Novena Época,  Tomo X,
noviembre de 1999, página 19 y registro digital: 192846.
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precise el sexo de la persona solicitante de acuerdo con su petición,

sin que se evidencie en dicho documento la identidad anterior.

100. Los efectos y medidas descritos se esquematizan,  para una mayor

claridad, en la siguiente tabla:

ARTÍCULO RECLAMADO EFECTOS Y MEDIDAS

Artículo 128 del Código Civil del
Estado de Aguascalientes

Efecto concreto

Establece  que  la  rectificación  o
modificación de actas del Registro Civil
se  podrá  llevar  a  cabo  mediante  la
emisión de una sentencia ejecutoria.

No  se  deberá  exigir  a  las  personas
actualmente representadas  por  la
asociación  civil  quejosa  que  tramiten
mediante  vía  jurisdiccional  la
modificación o rectificación de actas de
nacimiento para que resulten acordes
con su auto percepción de sexo y de
género.

En términos de la presente ejecutoria,
ese  trámite  podrá  realizarse  en  vía
administrativa ante el Registro Civil del
Estado de Aguascalientes.

Artículo 131 del Código Civil del
Estado de Aguascalientes

Efecto concreto

Prevé  únicamente  dos  casos  en  los
cuales se podrá modificar un registro,
a  saber:  I.  Cuando  en  él  se
establezcan estados o vínculos que no
correspondan a la realidad establecida
por  una  sentencia.  II.  Cuando  se
solicite  variar  un  nombre  que  se
hubiera asentado de forma errónea o
accidental.

Se deberá dar trámite a las solicitudes
de  las  personas  actualmente
representadas  por  la  asociación
quejosa  que  deseen  modificar  sus
actas de nacimiento para que resulten
acordes  a  su  auto  percepción  sexo
genérica,  sin  necesidad  de  acreditar
algún  requisito  adicional  a  la
manifestación  de  su  interés  en  ese
sentido.
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Artículos 133 del Código Civil del
Estado de Aguascalientes

Efecto concreto

Prevé  que  si  una  persona  ha  sido
conocida  con  un  nombre  diferente  al
asentado en el  acta  de  nacimiento  y
desea  que  se  realice  la  modificación
respectiva, deberá declarar ese hecho
mediante  información  testimonial  en
diligencias  de  jurisdicción  voluntaria,
con intervención del Ministerio Público
o a  través del  procedimiento  previsto
en  el  artículo  132  del  Código  Civil
estatal.

En  estos  casos,  el  Registro  Civil
asentará una anotación marginal en el
nuevo  documento  que  se  emita  por
virtud de la modificación o rectificación
del nombre de la persona.

Cuando  las  personas  representadas
actualmente por la asociación quejosa
soliciten la modificación de su acta de
nacimiento para cambiar el nombre ahí
registrado  por  virtud  de  una
adecuación de la identidad de género,
el  Registro  Civil  del  Estado  de
Aguascalientes deberá llevar a cabo el
trámite por la vía administrativa.

Además,  en  la  nueva  acta  de
nacimiento  que  se  entregue  a  la
persona  solicitante  no  se  deberá
asentar anotación marginal alguna.

Artículos 135 del Código Civil del
Estado de Aguascalientes

Efecto concreto

La sentencia que cause ejecutoria en
un juicio en el que se haya impugnado
un  registro  del  estado  civil  se  debe
comunicar  al  Oficial  del  Registro  que
corresponda  y  éste  debe  hacer  una
referencia  de  ello  en  el  margen  del
acta correspondiente, sea que el fallo
haya  o  no  concedido  la  nulificación,
rectificación o reposición respectiva.

Cuando  las  personas  actualmente
representadas  por  la  asociación
quejosa  soliciten  la  modificación  de
sus  actas  de  nacimiento  por
adecuación de la identidad de género,
no se les debe exigir que ello derive de
una sentencia y, además, en el nuevo
documento,  la  autoridad  no  debe
asentar anotación marginal alguna que
permita  conocer  la  identidad  anterior
de la persona solicitante.

101. Sin que lo anterior reste eficacia al juicio de amparo como principal

mecanismo de protección de los derechos humanos en nuestro país.

Pues por  virtud de la  presente  sentencia,  se puede dar  curso a  lo

dispuesto en el artículo 107, fracción II, párrafos segundo y tercero, de
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la Constitución General,39 así como en los artículos 231 y 232 de la

Ley de Amparo, en materia del procedimiento de declaratoria general

de inconstitucionalidad.

102. Por lo cual, llegado el momento, sin que sea superado el problema de

inconstitucionalidad por las autoridades legislativas de Aguascalientes,

se podrían expulsar las normas respectivas del ordenamiento jurídico

mediante el mecanismo aludido, siempre que esa determinación sea

avalada  cuando  menos  por  seis  votos  de  las  Ministras  y  Ministros

integrantes  de este  Alto  Tribunal.  En  consecuencia,  el  Pleno de  la

Suprema Corte de Justicia de la Nación 

RESUELVE:

PRIMERO.  Se sobresee en el juicio respecto del artículo 5, fracción

XXXII,  de la Ley de Ingresos del Estado de Aguascalientes para el

ejercicio fiscal de dos mil veinticuatro, en términos de lo dispuesto en

el apartado IV de la presente ejecutoria.

39 Artículo 107. (…)
II. (…)
Cuando  en  los  juicios  de  amparo  indirecto  en  revisión  se  resuelva  la
inconstitucionalidad de una norma general,  la Suprema Corte de Justicia de la
Nación lo informará a la autoridad emisora correspondiente. 
Cuando  los  Tribunales  Colegiados  de  Circuito  establezcan  jurisprudencia  por
reiteración, o la Suprema Corte de Justicia de la Nación por precedentes, en la
cual se determine la inconstitucionalidad de una norma general, su Presidente lo
notificará a la autoridad emisora. Transcurrido el plazo de 90 días naturales sin
que se supere el problema de inconstitucionalidad, la Suprema Corte de Justicia
de la Nación emitirá,  siempre que fuere aprobada por una mayoría de cuando
menos  seis  votos,  la  declaratoria  general  de  inconstitucionalidad,  con  efectos
generales, en la cual se fijarán sus alcances y condiciones en los términos de la
ley reglamentaria.
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SEGUNDO.  En  la  materia  de  la  revisión,  la  Justicia  de  la  Unión

ampara y protege a ********** en contra de los artículos 128, 131, 133

y 135 del Código Civil del Estado de Aguascalientes, en los términos y

para los efectos precisados en el último apartado de esta resolución.

Notifíquese con testimonio de esta resolución, devuélvanse los autos

a su lugar de origen y,  en su oportunidad, archívese el  expediente

como asunto concluido.

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación:

Se  aprobó  por  mayoría  de  siete  votos  de  las  personas  Ministras

Herrerías  Guerra,  Espinosa  Betanzo,  Esquivel  Mossa,  Ortiz  Ahlf,

Figueroa Mejía, Guerrero García y Presidente Aguilar Ortiz, respecto

del fondo. Las señoras Ministras Ríos González y Batres Guadarrama

votaron  en  contra.  La  señora  Ministra  Ríos  González  anunció  voto

particular. La señora Ministra Esquivel Mossa anunció voto aclaratorio.

Se  aprobó  por  mayoría  de  siete  votos  de  las  personas  Ministras

Herrerías  Guerra,  Espinosa  Betanzo,  Esquivel  Mossa,  Ortiz  Ahlf,

Figueroa Mejía, Guerrero García con el proyecto original y Presidente

Aguilar  Ortiz,  respecto  de  los  efectos.  Las  señoras  Ministras  Ríos

González y Batres Guadarrama votaron en contra. La señora Ministra

Batres Guadarrama anunció voto particular.

El  señor Ministro Presidente Aguilar  Ortiz declaró que el  asunto se

resolvió en los términos precisados.
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AMPARO EN REVISIÓN 430/2025

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario

General de Acuerdos, quien da fe.

PRESIDENTE

Esta sentencia se suscribe
con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL)

MINISTRO HUGO AGUILAR ORTIZ

 
PONENTE

Esta sentencia se suscribe
con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL)

MINISTRO GIOVANNI AZAEL FIGUEROA MEJÍA

SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS

Esta sentencia se suscribe
con Firma Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación (FIREL)

DANIEL ÁLVAREZ TOLEDO

En términos de los artículos 112 y 115 de la Ley General  de Transparencia y
Acceso a la Información Pública; así como en el Acuerdo General 11/2017, del
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicado el dieciocho de
septiembre de dos mil  diecisiete en el  Diario Oficial  de la Federación, en esta
versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada
o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
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